
generales de contratación. En caso de realizarse paradas comerciales durante el
transporte turístico autorizado, la agencia de viajes organizadora asume la res-
ponsabilidad, ante la Administración competente, de que, en el establecimiento
donde se efectúen, se realicen buenas practicas comerciales.

Artículo 8.

Los documentos a que se refiere el artículo anterior deberán estar redac-
tados al menos en una de las lenguas oficiales de la comunidad autónoma de las
Illes Balears.

Artículo 9.

Se prohibe la venta de los transportes turísticos fuera de los locales, esta-
blecimientos, dependencias auxiliares, o puntos de venta legalmente autorizados
a las agencias de viajes para desarrollar sus actividades y fines propios.

CAPÍTULO IV
Condiciones en que deben prestarse los transportes turísticos

coincidentes con servicios regulares de viajeros

Artículo 10.

1. Cuando los transportes turísticos revistan carácter periódico, prestán-
dose con reiteración de itinerario, si los mismos resultan sustancialmente coin-
cidentes con un servicio de transporte regular de viajeros de uso general, el pre-
cio del paquete turístico en el que estén incluidos deberá ser superior en un trein-
ta por cien a la tarifa del transporte en el servicio regular.

En estos supuestos no se podrá prestar este tipo de servicios a los usuarios
de forma gratuita.

2. Se apreciará la existencia de coincidencia sustancial entre un servicio
regular y un transporte turístico cuando haya tráficos autorizados entre núcleos
o localidades del servicio regular que coincidan con los núcleos donde realice
paradas el transporte turístico, ya sea en relación con parte de los núcleos o loca-
lidades de parada o con la totalidad de los mismos. 

Si hubiera coincidencia con tráficos de una o varias concesiones de trans-
porte regular, se tomará, a efectos de precio mínimo, la coincidencia que supon-
ga mayor precio.

Se apreciará la existencia de coincidencia sustancial en aquellos supues-
tos en que las paradas del transporte turístico se lleven a cabo en lugares que por
su proximidad a los núcleos o localidades de parada del servicio regular se
pueda producir una competencia perjudicial para el servicio público.

CAPÍTULO V
Condiciones de carácter general

Artículo 11.

1. A fin de garantizar el cumplimiento de los requisitos establecidos en el
presente Decreto, las agencias de viajes deberán comunicar a la Dirección
General de Obras Públicas y Transportes los transportes turísticos realizados
con reiteración de itinerario y carácter periódico o reiteración de calendario que
pretendan llevar a cabo, especificando las condiciones de su prestación, el resto
de los servicios que integren el paquete y el precio del mismo, que deberá ser al
menos igual a la suma de los costes de los servicios que lo componen. La
Administración prohibirá la realización del correspondiente transporte cuando
en el expediente no quede suficientemente justificado el cumplimiento de las
condiciones exigibles.

La conformidad de la Administración a los transportes turísticos comuni-
cados fijará el plazo de su validez, que podrá ser variable atendiendo a la natu-
raleza de los transportes comunicados y los servicios complementarios ofreci-
dos y a la previsible evolución en el tiempo de los elementos determinantes del
cumplimiento de los requisitos exigibles.

El documento de comunicación de transportes turísticos con la corres-
pondiente conformidad administrativa, al que se refiere en este apartado, debe-
rá llevarse obligatoriamente a bordo del vehículo, a no ser que conste el código
administrativo de identificación del transporte turístico de que se trate en los
billetes o lista de excursión o traslado. 

2. En el caso de que se editen programas o folletos relativos a los trans-
portes turísticos a que se refiere este artículo, se deberá remitir un ejemplar a la
Dirección General de Obras Públicas y Transportes en el plazo máximo de 15
días, desde la notificación de la conformidad a su realización.

3. Los correspondientes servicios podrán comenzar a prestarse a partir de
los 30 días de su comunicación a la Administración, si ésta no ha hecho mani-
festación expresa en otro sentido.

Artículo 12.

Se prohibe la recogida y descenso de viajeros en los lugares señalizados
de parada de los servicios regulares de viajeros de uso general, así como en
lugares inmediatos a los mismos, salvo que haya seria dificultad de realizarlo en
otro lugar, recayendo la carga de la prueba de la existencia de tal circunstancia

sobre quien la alegue.

CAPÍTULO VI
Infracciones

Artículo 13.

Las infracciones a lo dispuesto en este Decreto se sancionarán de confor-
midad con lo previsto en la Ley 16/1987, de 30 de julio, de la ordenación de los
transportes terrestres, según redacción dada al título V de la misma por la Ley
29/2003, de 8 de octubre, y demás normas de desarrollo que sean de aplicación.

Disposición adicional

Se faculta al titular de la Consejería de Obras Públicas, Vivienda y
Transportes para que dicte las normas necesarias para el desarrollo y aplicación
de este Decreto. 

Así mismo, la Consejería de Obras Públicas, Vivienda y Transportes apro-
bará, mediante Orden, un modelo impreso de comunicación de transportes turís-
ticos al que se refiere el artículo 11.1, párrafo 3, sobre el que se diligenciará la
conformidad administrativa. La misma disposición establecerá un período tran-
sitorio de adaptación y cumplimiento del presente Decreto para los transportes
turísticos comunicados por agencias de viajes que cuenten con la conformidad
administrativa a su prestación

Disposición transitoria

En tanto no se dicte la disposición reglamentaria de desarrollo prevista en
la disposición adicional de este Decreto, continuará en vigor la Orden del con-
sejero de Fomento, de fecha 15 de julio de 1997, relativa al modelo de comuni-
cación de transportes turísticos a realizar con reiteración de itinerarios y carác-
ter periódico o reiteración de calendario (BOCAIB nº92, de 24 de julio de
1997).

Disposición derogatoria 

El presente Decreto deroga el Decreto 87/1997, de 20 de junio, regulador
de los transportes turísticos de las Illes Balears, así como todas aquellas dispo-
siciones de rango igual o inferior al mismo y contrarias a su contenido.

Disposición final

El presente Decreto entrará en vigor a los 20 días de su publicación en el
Butlletí Oficial de les Illes Balears. 

Palma, 24 de noviembre de 2006

EL PRESIDENTE,
Jaume Matas Palou

La Consejera de Obras Públicas,
Vivienda y Transportes,
Margarita Cabrer González

— o —

CONSEJERÍA DE ECONOMÍA, HACIENDA E
INNOVACIÓN

Num. 21574
Decreto 97/2006, de 24 de noviembre, por el que se crean y regu-
lan las Comisiones para la mejora continua de la seguridad de la
información en la Administración de la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears.

El desarrollo y el impulso de la sociedad de la información es actualmen-
te una necesidad global, que en el caso de las Illes Balears se acentúa debido al
cariz insular de esta Comunidad Autónoma.

Pese a las claras ventajas de la aplicación de las nuevas tecnologías, estos
nuevos medios pueden ser causa de graves disfunciones de la Administración
cuando su funcionamiento no es el adecuado, especialmente en aquellos casos
en los que la seguridad jurídica y técnica se basa en herramientas informáticas,
como por ejemplo la firma electrónica.

Para evitar los problemas producidos por estas disfunciones y para asegu-
rar la fiabilidad de los datos almacenados en los sistemas de información, se
hace cada vez más necesaria la aplicación de normas legales, procedimientos
organizativos y herramientas técnicas que garanticen la seguridad de los siste-
mas de información en las vertientes de confidencialidad, integridad y disponi-
bilidad.

Esta necesidad ya fue recogida en la Recomendación de la OCDE relati-
va a las «Directrices para la seguridad de sistemas y redes de información -
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Hacia una cultura de seguridad», adoptada por el Consejo de la OCDE en la
sesión número 1.037, de 25 de julio de 2002, el cual recomendó a los países
miembros establecer nuevas políticas, prácticas, medidas y procedimientos, o
modificar los existentes.

Además, el Reglamento (CE) núm. 1663/95 de la Comisión, de 7 de julio
de 1995, por el que se establecen las disposiciones de aplicación del Reglamento
(CEE) núm. 729/70 del Consejo, en cuanto al procedimiento de liquidación de
cuentas de la sección de Garantía del FEOGA, introduce una serie de requisitos
y exigencias de garantías para los organismos pagadores, que se han extendido
a más ámbitos administrativos. La Comisión Europea dictó, asimismo, el 15 de
octubre de 2004, y para aclarar el punto 6 VI) de dicho Reglamento, las direc-
trices sobre la seguridad de los sistemas de información de los organismos paga-
dores, lo que dio lugar a la aprobación del Reglamento núm. 465/2005 de la
Comisión, de 22 de marzo de 2005, por el que se da una nueva redacción al
punto 6 VI) del Reglamento núm. 1663/1995 antes citado. 

Para lograr estos objetivos, es necesario atender tanto los aspectos nor-
mativos como los técnicos y organizativos. En cuanto a estos últimos, y dada la
estructura de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears,
se considera adecuada la creación, por una parte, de una comisión directora de
la seguridad de la información (encargada de resolver los asuntos interdiscipli-
narios, de aprobar los criterios de seguridad, así como de elaborar la planifica-
ción estratégica de la seguridad) y, por otra, de una comisión técnica de la segu-
ridad de la información (encargada de los aspectos técnicos de la seguridad de
la información).

Finalmente, cabe decir que el contenido del presente Decreto respeta el
marco normativo que, en esta materia, resulta del Reglamento (CE) 460/2004
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 10 de marzo de 2004, por el que se
crea la Agencia Europea de la Seguridad de las Redes y de la Información, así
como de la Directiva 2002/21/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7
de marzo de 2002, relativa a un marco regulador común de las redes y los ser-
vicios de comunicaciones electrónicas.

Por todo ello, de acuerdo con el Consejo Consultivo de las Illes Balears,
a propuesta del Consejero de Economía, Hacienda e Innovación, y habiéndolo
considerado el Consejo de Gobierno en la sesión de día 24 de noviembre de
2006, 

DECRETO

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1
Objeto, ámbito de aplicación y régimen de funcionamiento

1. El objeto de este Decreto es la creación y la regulación de la estructu-
ra, la composición y las funciones de la Comisión Directora de la Seguridad de
la Información y de la Comisión Técnica de la Seguridad de la Información en
el ámbito de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

2. Ambas comisiones se adscriben a la Consejería competente en materia
de tecnología y comunicaciones, a través de la Dirección General competente. 

3. A los efectos del presente Decreto, se entienden incluidas en la
Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears las entidades
autónomas y, en particular, el Servicio de Salud de las Illes Balears.

4. El régimen de funcionamiento de la Comisión Directora de la
Seguridad de la Información y de la Comisión Técnica de la Seguridad de la
Información es el previsto, con carácter general, para los órganos colegiados de
la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes Balears.

Artículo 2
Definiciones

A los efectos del presente Decreto se definen los siguientes conceptos:

a) Sistemas de información: los ordenadores y redes de comunicaciones
electrónicas, así como los datos almacenados, procesados, recuperados o trans-
mitidos por los mismos, para su operación, uso, protección y mantenimiento.

b) Seguridad de la información: capacidad de las redes o de los sistemas
de información de resistir, con un determinado nivel de confianza, los acciden-
tes o las acciones ilícitas o malintencionadas que comprometan la disponibili-
dad, autenticidad, integridad, confidencialidad o auditabilidad de los datos
almacenados o transmitidos o de los servicios que estas redes y sistemas ofre-
cen o hacen accesibles.

CAPÍTULO II
La Comisión Directora de la Seguridad de la Información

Artículo 3
Composición

1. La Comisión Directora de la Seguridad de la Información está integra-
da por los siguientes miembros: 

a) El Consejero competente en materia de tecnología y comunicaciones,
que la preside.

b) El Director General competente en materia de tecnología y comunica-
ciones, el cual actúa como vicepresidente. 

c) El Secretario General de la Consejería competente en materia de rela-
ciones institucionales, que actuará como secretario de la Comisión.

d) El Director General competente en materia de función pública.
e) El Director General competente en materia de interior.
f) El Director de la Abogacía de la Comunidad Autónoma.
g) El Interventor General de la Comunidad Autónoma.
h) El órgano directivo de la Consejería o de la entidad autónoma promo-

tora de la propuesta en materia de seguridad de la información que, en su caso,
tenga que formar parte del orden del día de la sesión.

2. Además, podrán asistir, con voz pero sin voto, los órganos directivos,
diferentes del promotor, competentes en las materias que se puedan ver afecta-
das por los temas a tratar. 

3. Asimismo, la Comisión podrá nombrar los asesores que considere opor-
tunos, con carácter permanente o puntual, los cuales podrán ser invitados a asis-
tir a las reuniones, con voz pero sin voto.

4. Además, la Comisión podrá organizar grupos de trabajo a los que se
encomienden tareas de estudio, análisis o preparación para el ejercicio de las
funciones atribuidas a la Comisión. 

Artículo 4
Funciones

1. La Comisión Directora de la Seguridad de la Información es el órgano
colegiado encargado de dar el impulso organizativo y normativo necesario en
materia de seguridad de la información.

2. En particular, se atribuyen a esta Comisión las siguientes funciones:

a) Aprobar propuestas normativas y criterios técnicos y organizativos en
materia de seguridad de los sistemas de información, teniendo en cuenta los
principios de proporcionalidad, prudencia y oportunidad.

b) Dar difusión a la normativa aprobada en materia de seguridad de la
información, así como de los criterios referidos en el punto anterior. 

c) Promover los proyectos de seguridad de la información.
d) Hacer propuestas en cuanto a la estrategia a seguir en el ámbito de la

seguridad de la información en la Administración de la Comunidad Autónoma
de las Illes Balears.

Artículo 5
Cumplimiento de los criterios de seguridad

Los criterios técnicos aprobados por la Comisión Directora de la
Seguridad de la Información tienen que cumplirse con respecto a los procedi-
mientos y actuaciones siguientes:

a) La aprobación de aquellos proyectos que deban ser informados por las
comisiones de sistemas de información en tecnología y comunicaciones a que
se refiere el Decreto 147/2003, de 24 de octubre.

b) El proceso de desarrollo de aplicaciones informáticas.
c) La puesta en marcha de aplicaciones y sistemas informáticos y de tele-

comunicaciones.
d) La creación de ficheros automatizados de datos afectados por la Ley

Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter
Personal.

e) El acceso y la utilización de los sistemas de información.

Artículo 6
Propuestas normativas

Las propuestas normativas en materia de seguridad de la información,
acordadas por la Comisión Directora de la Seguridad de la Información, se tras-
ladarán al Consejero competente en la materia, para que impulse su tramitación
y, en su caso, su aprobación como norma.

Artículo 7
Reuniones

La Comisión Directora de la Seguridad de la Información debe reunirse al
menos una vez cada seis meses.

CAPÍTULO III
La Comisión Técnica de la Seguridad de la Información

Artículo 8
Composición

1. La Comisión Técnica de la Seguridad de la Información está integrada
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por los siguientes miembros: 

a) El Director General competente en materia de tecnología y comunica-
ciones, que la preside. 

b) El Jefe de Servicio del Centro de Proceso de Datos de la Dirección
General competente en materia de tecnología y comunicaciones. 

c) El Jefe de Servicio de Sistemas de la Información de la Dirección
General competente en materia de tecnología y comunicaciones. 

d) El jefe de Servicio de Telecomunicaciones de la Dirección General
competente en materia de tecnología y comunicaciones.

e) El Jefe de Servicio de Seguridad de la Dirección General competente
en materia de tecnología y comunicaciones.

f) El Jefe de Sección de la Dirección General competente en materia de
tecnología y comunicaciones con funciones de asesoría jurídica.

2. Asimismo, la Comisión podrá nombrar los asesores que considere opor-
tunos, con carácter permanente o puntual, los cuales podrán ser invitados a asis-
tir a las reuniones, con voz pero sin voto.

Artículo 9
Funciones

1. La Comisión Técnica de la Seguridad de la Información es el órgano
colegiado encargado de gestionar los aspectos técnicos en materia de seguridad
de la información.

2. En particular, se atribuyen a esta Comisión las siguientes funciones:

a) En relación con los estándares de seguridad global:

- La coordinación de las actuaciones ordinarias de todos los grupos de tra-
bajo con responsabilidades sobre seguridad de la información, en la
Administración de la Comunidad Autónoma, para mejorar las actuaciones y evi-
tar duplicidades. 

- La coordinación de las ejecuciones de los proyectos de mejora y cambio
en materia de seguridad de la información en aplicaciones, sistemas informáti-
cos y sistemas de telecomunicaciones.

- La colaboración en la definición y mejora de los procedimientos para la
identificación de activos de información y su clasificación.

- La elaboración de informes ante las incidencias de seguridad que se con-
sideren relevantes, por iniciativa propia de la Comisión o a petición de otros
órganos de la Administración de la Comunidad Autónoma. 

- Instar la suspensión de las cuentas de usuario, sistemas de telecomuni-
caciones, sistemas de información y ficheros con datos de carácter personal,
cuando los riesgos asociados al funcionamiento así lo aconsejen.

b) En relación con la consultoría de seguridad:

- El análisis de propuestas para mejorar o modificar la configuración y
funcionalidad de intranets, cortafuegos, servidores, aplicaciones, bases de datos
y otros componentes de la infraestructura de los sistemas de información y tele-
comunicaciones de la Administración de la Comunidad Autónoma de las Illes
Balears.

- La colaboración en la selección y la instalación de herramientas auto-
máticas que permitan monitorizar o asegurar el cumplimiento de los procedi-
mientos, guías y estándares de la seguridad.

c) En relación con los planes de contingencia:

- La participación en la evaluación de los riesgos para determinar el
impacto de las amenazas.

- El desarrollo de protocolos de actuaciones que fijen las prioridades a las
aplicaciones, sistemas y redes, para que los recursos asignados por la restaura-
ción sigan el orden más efectivo.

- La colaboración en el desarrollo de las estructuras conceptuales y orga-
nizativas que permitan estar preparados ante las potenciales amenazas sobre los
sistemas de información.

- El análisis de los planes de contingencias desarrollados por las conseje-
rías y sus entidades dependientes, con objeto de asegurar que se cumplan los
estándares aprobados y que se integran todas las prácticas de planificación reco-
mendadas.

- La coordinación, con los responsables del plan de continuidad de cada
área, de los esfuerzos para planificar el plan de contingencias de los sistemas de
la información.

d) En relación con el uso de la firma electrónica:

- El establecimiento de los criterios técnicos que permitan la interoperabi-
lidad de los distintos sistemas de firma electrónica.

- El establecimiento de los criterios técnicos que permitan garantizar la
seguridad y fiabilidad en el uso de los sistemas de firma electrónica.

- La homologación de la adecuación de las aplicaciones y herramientas a
los criterios técnicos establecidos.

Artículo 10
Reuniones

La Comisión Técnica de la Seguridad de la Información debe reunirse al
menos una vez al mes y, en cualquier caso, cuando se produzcan incidencias de
seguridad graves que afecten a cualquier unidad de la organización o surjan nue-
vas incidencias de seguridad que requieran la participación de la Comisión
Técnica.

Disposición final primera

Se autoriza al Consejero competente en materia de tecnología y comuni-
caciones para que dicte las disposiciones que sean necesarias para el desarrollo
y la ejecución de este Decreto. 

Disposición final segunda

Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el
Boletín Oficial de las Illes Balears.

Palma, a 24 de noviembre de 2006

EL PRESIDENTE,
Jaume Matas Palou

El Consejero de Economía, Hacienda
e Innovación,
Luis Ramis de Ayreflor Cardell

— o —

CONSEJERÍA DE AGRICULTURA Y PESCA
Num. 21576

Decreto 98/2006, de 24 de noviembre, por el que se modifica el
Decreto 56/1994, de 13 de mayo, por el que se aprueba el
Reglamento para el desarrollo y aplicación de la Ley 1/1992 de 8
de abril, de protección de los animales que viven en el entorno
humano.

La Ley autonómica 1/1992, de 8 de abril, aprobada por el Parlamento de
las Illes Balears, sobre la protección de los animales que viven en el entorno
humano, en el artículo 5 establece de forma general que el sacrificio de los ani-
males se efectuará de forma instantánea e indolora, y siempre con aturdimiento
del animal o pérdida de conciencia del mismo, a excepción de las corridas de
toros y tiradas al pichón.

El Decreto 56/1994, de 13 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento
para el desarrollo y aplicación de la Ley 1/1992, de 8 de abril, sobre la protec-
ción de los animales que viven en el entorno humano, establece en el artículo
8.b) que tampoco será de aplicación el aturdimiento en los casos de sacrificio de
animales de abasto por el productor y para su consumo propio, en el caso de las
especies autorizadas.

Dicha excepción al aturdimiento se contradice con lo establecido en la
Directiva 93/119/CE, del Consejo, de 23 de diciembre de 1993, relativa a la pro-
tección de los animales en el momento de su sacrificio o matanza, y con el artí-
culo 9 del Real Decreto 54/1995, de 20 de enero, sobre protección de los ani-
males en el momento de su sacrificio o matanza, y por tal motivo es necesaria
la modificación de los artículos 8 y 9 del Decreto 56/1994, de 13 de mayo.

En la tramitación del presente Decreto han sido consultados los Consejos
Insulares así como las organizaciones representativas sectoriales.

Por todo ello, a propuesta de la Consejera de Agricultura y Pesca, de
acuerdo con el Consejo Consultivo de las Illes Balears, y previa deliberación del
Consejo de Gobierno en su sesión de día 24 de noviembre de 2006,

DECRETO

Artículo único 

Se suprime el artículo 8.b) y el artículo 9.3 del Decreto 56/1994, de 13 de
mayo, por el que se aprueba el reglamento para el desarrollo y aplicación de la
Ley 1/1992, de 8 de abril, de protección de los animales que viven en el entor-
no humano.

Disposición final 

El presente Decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación
en el Butlletí Oficial de les Illes Balears.
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